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"La teoría económica… además de no ser realista tampoco es pertinente, en el sentido
de que para los grandes problemas que enfrenta la economía de hoy, no hay una
explicación satisfactoria: por ejemplo, apenas estamos dando los primeros balbuceos para
incorporar la economía ambiental, apenas atisbamos una teoría coherente sobre las fallas
de mercado o sobre los bienes públicos".
Jesús Antonio Bejarano
Resumen
La definición de los derechos de propiedad permite que el titular del derecho,
respaldado por la norma, se apropie y explote, transfiera o done un recurso.
Quien ejerce esa titularidad es responsable del uso que se dé al mismo, el
que no solo debería beneficiarlo, sino también procurar por lo menos no
deteriorar el medio ambiente, que es el que recibe todo el impacto del uso
que se ejerza sobre dicho recurso.
Considerando que el aprovechamiento de esos recursos puede generar ex-
ternalidades negativas, es decir, que la decisión individual sobre el uso del
recurso afecte a un tercero, ajeno al proceso, y este último no sea compen-
sado, convirtiéndose en un fallo del mercado; se buscan soluciones que
permitan internalizar la externalidad por medio de controles voluntarios o
sancionables, dado además, que el otro afectado es el medio ambiente.
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Consciente de la importancia del tema, por mandato constitucional, el Estado
tiene la potestad de proteger la diversidad e integridad del ambiente, haciendo
uso de su poder coercitivo, creando instituciones que adelantan programas que
buscan cumplir con este objetivo, que van desde la orientación de cómo man-
tener las condiciones ambientales, hasta la sanción por no hacerlo. Programas
que como se muestra con la revisión de estudios ya existentes no son suficien-
tes y, si bien es cierto, que hay sectores comprometidos con el tema, aún faltan
controles y más formación a la ciudadanía para generar los mecanismos que
permitan alcanzar unos niveles de contaminación que no atenten contra el
ambiente, en beneficio de su desarrollo sostenible, conservación y restaura-
ción o sustitución del mismo, como reza en la norma.
Palabras clave: derechos de propiedad, externalidades, internalización, me-
dio ambiente.
Abstract
The definition of property rights, allows the holder the low, supported by the
rule, appropriates and operate, transfer or donate a resource. Anyone who
exercises such ownership is responsible for the use of resources, which
should not only profits but also to seek at least not degrade the environment,
who will receive the full impact of using it carries on that appeal. Whereas the
use of these resources could generate negative externalities, that the indivi-
dual decision on the use of the resource affects a third, unrelated to the
process, and the latter is not compensated by becoming a market failure,
seeking solutions can internalize the externality through voluntary controls or
sanctions, given also that the other affected is the environment.
 
Aware of the importance of the topic, by Constitution, the state has the power
to protect the diversity and integrity of the environment, among others, using
their coercive power, creating institutions that advance programs that seek
to meet this objective, ranging from guidance on how to maintain the envi-
ronmental conditions, until the penalty for not doing so. Programs like these
are displayed with the review of existing studies, are not sufficient and if it is
true, there are sectors committed to the issue, much remains to control and
a lot of training to the general public, so that with the help of everyone,
generate mechanisms to achieve levels of pollution that does not vitiate the
atmosphere for the benefit of their sustainable development, conservation
and restoration or replacement thereof, as stated in the rule.
Key words: property rights, externalities, internalization, environment.
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Este trabajo, partiendo de la teoría económica, busca hacer un
análisis que muestre la posible relación entre derechos de
propiedad y externalidades, y entre éstas y el tema ambiental,
considerándolos como una consecuencia directa de los proce-
sos de producción, distribución, comercialización y consumo
de mercancías (bienes y servicios), así como de la disposición
final de residuos, al tener en cuenta que todo proceso de trans-
formación y consumo conlleva un costo de oportunidad, y que
dependiendo del uso dado, finalmente generan externalidades
positivas y negativas a los productores, consumidores y a la
sociedad en general determinada por el impacto sobre el me-
dio ambiente.
Inicialmente se presentan algunos lineamientos teóricos so-
bre los derechos de propiedad, donde se considera importante
tenerlos bien definidos no solo en los procesos de producción,
sino también en el intercambio; después, se presentan algu-
nas interpretaciones sobre las externalidades, entendidas como
el resultado inevitable en la transformación de los recursos a
través de procesos de producción de bienes y servicios como
la construcción y la salud, entre otros, además de las genera-
das por el consumo, puesto que las externalidades impactan
negativamente sobre el medio ambiente.
En seguida se presenta un aparte sobre derechos de propie-
dad, externalidades y medio ambiente que intenta una relación
entre estos y el efecto que el uso de un derecho de propiedad,
ya sea privado, público o comunal, no evita que la explotación o
uso del recurso genere externalidades que atentan contra el medio
ambiente, reflejadas en la contaminación de aguas superficia-
les y subterráneas, así como contaminación del aire e incluso el
paisaje, entre otras; situaciones que ratifican las estadísticas y
apreciaciones que presentan algunos estudios citados sobre el
tema. Más adelante se hace una síntesis de las acciones guber-
namentales expresada en normas como las establecidas por la
Constitución de 1991, el Decreto 4741 de diciembre de 2005,
creación de instituciones del gobierno, entre otras; intervencio-
nes que se traducen en formular políticas ambientales, que
puestas al mismo nivel de la problemática socioeconómica,
resaltan el interés gubernamental por el problema ambiental.
Posteriormente se presentan algunas estrategias que permiti-
rían corregir el problema expuesto, mediante procesos de
internalización de la externalidad, negociaciones como la pre-
sentada en el teorema de Coase, procesos de optimización
desde la igualdad de costos marginales sociales e ingresos
marginales, impuestos o subvenciones, permisos transferi-
bles y regulaciones, todos ellos tendientes a establecer el
óptimo social concebido como un nivel de producción deseado
socialmente, que regula el nivel de deterioro ambiental. El úl-
timo aparte registra algunas medidas en busca de soluciones,
aplicadas por las autoridades competentes. En el caso de Bo-
gotá, la Secretaria Distrital de Ambiente, con su programa
Bogotá como vamos, adelanta acciones tendientes a reducir el
daño ambiental, alcanzando acuerdos con otros organismos
gubernamentales y con los propietarios generadores de conta-
minación, por ejemplo los transportadores, permitiendo con la
política de regulación algunos cambios favorables para todos.
Finalmente, se presentan las conclusiones, que resaltan el
hecho de que si bien es cierto que se están adelantando ges-
tiones de control, éstas aún son insuficientes, que se requiere
entonces no solo una mayor acción por parte de los agentes
gubernamentales, sino una participación activa de toda la so-
ciedad, la cual necesita de una adecuada orientación y
formación, para convertirse en un controlador más en esta
necesaria tarea en procurar mejores condiciones ambientales
para la sociedad.
Concepciones sobre los derechos
de propiedad
Algunos conceptos sobre derechos de propiedad que se pre-
sentan a continuación, forman parte del trabajo de grado que la
autora desarrolló conjuntamente con Patricia Rocha y Luz Mari-
na Pinzon, para optar al titulo de Magíster en Ciencias Económicas,
el  trabajo completo será referenciado como (Pinzón et. al., 2007).
En este aparte se presentan algunas concepciones teóricas que
permiten dar una visión general del tema.
Los derechos de propiedad para Ayala (2004), pueden conside-
rarse como las instituciones relevantes y dinamizadoras, en lo
que se refiere a la asignación y uso de los recursos disponi-MARTHA INÉS USAQUÉN CHÍA
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bles. El sistema de derechos de propiedad se convierte en un
importante mecanismo de coordinación económica entre los
agentes. Por esta razón, la definición y especificación de los
derechos de propiedad en una economía dada son significati-
vos para realizar el intercambio.
Según los define Alchian, citado por (Pinzón et al., 2007:171),
«estos derechos definen los límites y alcances de la propiedad
en los siguientes aspectos:
! Los derechos para usar un activo, es decir, los derechos
legítimos del usuario para cambiar de forma un activo,
! obtener ingresos de la explotación de un activo,
! contratar créditos sobre el valor del activo,
! transferir permanentemente a un tercero, los derechos de
propiedad sobre un activo, es decir, alienarlo o venderlo,
! transferir temporalmente un activo, es decir, rentarlo, con-
cesionarlo o arrendarlo y,
! donar el activo.
Considerando algunos antecedentes sobre el tema, Pejovich
(1985), muestra que el concepto de derechos de propiedad ya
estaba presente en la antigüedad; cuando se traslada a épo-
cas más recientes, resalta los planteamientos de Marx, para
quien la institución de los derechos de propiedad es un medio
que vuelve operativo el instinto del trabajo destruyendo la so-
ciedad primitiva. Así, el surgimiento de los derechos de
propiedad se convierte en una necesidad histórica, y se deter-
mina por las condiciones económicas de vida. Es claro que
Marx y Engels, dice Pejovich, consideraban la economía como
el estudio de los derechos de propiedad sobre los recursos
escasos.
El análisis histórico de la sociedad, refiere la evolución de la
organización social en su afán por satisfacer cada vez más
sus necesidades ilimitadas con recursos escasos, situación
que lo fue llevando a procesos productivos eficientes, a la
división del trabajo y su consecuente especialización que ge-
nera mayor productividad, permitiendo que la creación de
excedentes fueran objeto de intercambio; surgen los merca-
dos, evoluciona el desarrollo mercantil y con ello la economía
de mercado; el interés por el dinero domina el aspecto econó-
mico de la vida, donde las decisiones las determina mercado y
el poder lo ejerce quien posee el derecho de propiedad sobre
los recursos productivos.
El trabajo citado muestra los interrogantes que a Marx le pre-
ocupaban: ¿cuáles son los efectos de los derechos de propiedad
sobre la estructura social, y cuáles son los factores que go-
biernan los cambios ocurridos en el contenido de los derechos
de propiedad sobre los recursos escasos? Buscando respues-
ta a este interrogante evidencia en su obra, que el efecto de la
propiedad privada sobre los medios de producción solo favo-
recen a su poseedor, en detrimento de las condiciones humanas
de aquel que solo posee su capacidad de trabajo, argumentos
que se consolidan en su crítica al sistema capitalista.
Avanzando en el proceso histórico de la sociedad, Ayala (2004),
señala que para los neoclásicos no fue prioritario el análisis
sobre el papel de los derechos de propiedad en la economía,
pues los consideraban como dados o definidos libremente por
los agentes en el mercado sin que mediara la intervención del
Estado. Esta escuela también enfoca el origen y evolución de
los derechos de propiedad desde la perspectiva de la escasez
de recursos, pero sus intereses son -¿qué y cómo se produ-
ce?-, sin considerar los derechos de propiedad existentes. Aquí,
la asignación de recursos depende de la libre elección de los
agentes, quienes determinan el mejor uso alternativo que pue-
den dar a sus recursos escasos.
Para los neoclásicos, los derechos de propiedad existentes
son variables exógenas, dado el supuesto de intercambio libre
y voluntario entre agentes, información completa y costos de
transacción que por no ser representativos pueden conside-
rarse nulos. Por tanto, se deduce que el intercambio y el
desempeño de una economía son independientes de los dere-
chos y supone que a los individuos se les presentan distintos
conjuntos de derechos de propiedad que los enfrentarán a to-
mar decisiones, llegando a acuerdos voluntarios o finalmente
a ser persuadidos por el Estado.
La aplicación de estas concepciones soportan el desarrollo de
la teoría microeconómica, donde como es de conocimiento
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los diferentes bienes y servicios que son ofertados en los
mercados, condicionado por su ingreso limitado y unos pre-
cios dados: así, el consumidor bajo el supuesto de racionalidad
y eficiencia económica, busca optimizar cada peso gastado
alcanzando el máximo nivel de utilidad.2 , situación que teóri-
camente se repite cuando se trata de optimizar el uso de los
factores que hace el productor.
Para el consumidor, el conjunto de bienes (X e Y) son los
mercados, sus preferencias se reflejan en las diferentes com-
binaciones de bienes y servicios a las que puede acceder,
expresadas, entre otras, en curvas de indiferencia y con ayuda
de herramientas matemáticas, se alcanza el óptimo o situa-
ción deseada, cuando la relación de los precios de los bienes
adquiridos se iguala a la relación de las utilidades marginales
de dichos bienes3; decisiones que evidencian, en todo caso,
que cada consumidor hace libre uso de sus derechos de pro-
piedad privada en la toma de estas decisiones.
Hoy, como lo expone la nueva economía institucional, los dere-
chos de propiedad subyacen a las posibilidades del intercambio,
ya no se consideran un elemento exógeno, en cambio se con-
vierten en el mecanismo que coordina las diferentes relaciones
entre agentes económicos: hogares, empresas, gobierno,
mercados interno y externo; en la cotidianidad de la produc-
ción, el consumo, el ahorro, la inversión, todas ellas
condicionantes de la calidad de vida y, en consecuencia, se
presentan como una institución estratégica de alto impacto
que debe ser considerada.
Lo anterior ratifica el aporte que se da desde el institucionalis-
mo en procura de un mejor entendimiento de la economía y que
es referido por Ayala, (2004:37) donde los primeros consideran
que «la economía no se reduce a relaciones entre mercados,
precios y cantidades, en realidad, la dinámica de la economía
no podría entenderse sin el importante papel de los derechos
de propiedad, los contratos, las regulaciones económicas…»,
entre otros.
Sin embargo, estas relaciones se dan en el marco de unas
instituciones4 formales o informales, que le permitieron a North,
(1993:.51) definir los derechos de propiedad como «derechos
que los individuos apropian sobre su propio trabajo y sobre los
bienes y servicios que poseen. La apropiación es una función
de normas legales, de formas organizacionales, de cumpli-
miento obligatorio y de normas de conducta, es decir, el marco
institucional».
 Justamente, estas condiciones de intercambio en el marco de
las instituciones permiten entender el desempeño económico
de una sociedad. El papel de los derechos de propiedad está
formalizado en el modelo Demsetz-Posner-North,  donde unos
derechos de propiedad que especifiquen el uso exclusivo de
los activos mejorará el desempeño económico. Como lo pre-
senta Posner, R. citado por Pinzón et al., (2007:171) «distintas
estructuras de derechos de propiedad generarían diferentes
tasas de desempeño económico. Ciertamente, los derechos
de propiedad requieren de diferentes estructuras instituciona-
les de apoyo en lo que se refiere a derechos y obligaciones:
juzgados, tribunales, registro público de la propiedad, entre
otros».
Es evidente que los derechos de propiedad no explican com-
pletamente las posibilidades que se dan en el intercambio,
pero sí son una variable importante para entender problemas
de eficiencia y equidad. Por ejemplo, como se recoge en (Pin-
zón, 2007), un cambio en los derechos de propiedad puede
llevar a resultados como:
! Promover la concentración de activos, convirtiéndolo en el
incentivo suficiente para permitir mayores desarrollos tec-
nológicos, economías de escala, entre otros,
! compensar a los agentes que han padecido regímenes de
propiedad ambiguos o adversos; si los derechos de pro-
piedad están mejor definidos, es señal de mayor seguridad
y garantía para los inversionistas, que podrían desarrollar
2 Valoración subjetiva de satisfacción, que hace el consumidor por el conjunto de
bienes y servicios consumido.
3 Óptimo del consumidor: (PX/PY) = (UMX/UMY), se alcanza el mismo resultado si se
desarrolla con herramientas de cálculo lagrangeanos.
4 Instituciones formales corresponden a las reglas registradas por escrito en leyes y
reglamentos, las informales son reglas no escritas producto del uso o costumbre.MARTHA INÉS USAQUÉN CHÍA
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nuevas formas de organización y cooperación eficientes,
frente a las ya establecidas, toda vez que disminuye la
incertidumbre.
En cualquier caso, los individuos o agentes tienden a cambiar
respecto a su posición original en la distribución del ingreso.
(Pejovich, 1985), cuando se definen las relaciones de propie-
dad sobre un bien, el poseedor se esmera por su conservación.
Generalmente, esto lleva a que, los agentes se preocupen por
preservar solo los bienes de su propiedad y descuiden los bie-
nes cuyo derecho de propiedad corresponde a un tercero. En
los procesos productivos puede darse que, el trabajador des-
cuide los equipos propiedad de la empresa, pero se esmere en
cuidar los propios o cuide los parques protegidos por su con-
junto residencial, pero no lo hace con los parques públicos.
Adicionalmente, para Thoumi (1995:20), «los derechos de pro-
piedad en Colombia tienen un grado de legitimidad muy bajo y
son muy débiles porque la propiedad ha padecido una larga
historia asociada al privilegio y a la desigualdad social, en
lugar de la creación de riqueza social»; toda vez que quien
ejerce la posesión, también busca los mecanismos para evitar
la sanción, en caso de no cumplir con los usos para los cuales
se define dicha propiedad, es decir, cuando es responsable de
una externalidad negativa.
Hasta aquí, se evidencia la necesaria y adecuada definición de
los derechos de propiedad, que finalmente limitan las posibili-
dades de explotación del recurso y su responsabilidad en el
uso se verá en el efecto que este produzca en términos de las




En este aparte se busca analizar la relación que puede darse
entre externalidades y medio ambiente, considerando que los
procesos de transformación de recursos productivos, que dan
como resultado bienes y servicios, llegan a imponer costos
externos a un tercero, que generalmente se reflejan en dete-
rioro en la calidad del medio ambiente, producto de las
externalidades negativas que se generan. Castro & Mokate, (1998),
consideran las externalidades como el efecto que este proceso
ejerce sobre las personas, bienes o recursos ajenos al mismo,
por el que no hay compensación monetaria y sin que medie
participación voluntaria en el daño, por parte del afectado.
También se presentan externalidades en el consumo5, capa-
ces de afectar a un tercero, con las mismas implicaciones
que las anteriores. En ambos casos las externalidades son
negativas, ya que una externalidad positiva beneficia a ese
tercero, ajeno al proceso. En el presente trabajo se centra la
atención en las externalidades negativas, producidas tanto
en la producción como en el consumo, por su efecto nocivo
no solo frente a terceros, sino por el daño que pueden causar
al medio ambiente en detrimento de las condiciones de vida de
la sociedad.
Desde la concepción de Stiglitz, (2000) la externalidad es la
acción de un agente económico, empresa o persona, que afec-
ta a un tercero, por el que no paga ni es pagado, convirtiéndolo
en una falla del mercado. Estas acciones pueden beneficiar o
perjudicar a otros, convirtiéndose en externalidades positivas
o negativas. Como lo presenta Nicholson (2002:670), «una ex-
ternalidad se produce siempre que las actividades de un agente
económico afecten las actividades de otro agente de una for-
ma que no queda reflejada en las transacciones del mercado»
Igualmente, para Perloff, (2004: 680) «una externalidad se pro-
duce cuando el bienestar de un consumidor o las capacidades
productivas de una empresa, se ven directamente afectadas
por las acciones de otros consumidores o empresas en vez de
verse afectadas indirectamente por los precios. Algunas ex-
ternalidades benefician a un grupo al tiempo que perjudican a
otro".
Lo anterior, puede darse porque las decisiones económicas de
agentes privados, acerca de la optimización de los recursos,
los lleva a contabilizar únicamente los costos privados, gene-
rando para el mercado una cantidad de bienes y servicios que
5 Ejemplo de externalidades por consumo las provocadas por los fumadores; el uso de
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solo se corresponde con su interés por maximizar beneficios.
Como consecuencia, al no considerar los costos que ocasiona
la externalidad negativa, los precios y la asignación que se
está haciendo de los recursos no es eficiente, y el resultado en
términos de las cantidades producidas tampoco corresponde
al nivel deseado socialmente.
Cuando se produce bajo la estructura perfectamente competi-
tiva, se afirma que ésta es la única socialmente deseable
porque maximiza el bienestar de la sociedad y porque al no
tener poder de mercado se optimiza cuando el nivel del precio
es igual a su costo marginal privado: estos desarrollos teóri-
cos sólo se validan en ausencia de externalidades negativas.
Sin embargo, dado que estas producciones, que en la realidad
corresponden a muchas de las prácticas agrícolas, no están
en condiciones económicas ni tecnológicas de eliminar una
externalidad negativa que se puede generar entre otros casos,
por el uso de abonos químicos, sobre utilización del suelo,
quemas, e incluso por el mismo uso de aguas contaminadas
para el riego, contrarían el concepto que de eficientes social-
mente se tiene de ellas, y adicionalmente generan un nivel de
producto superior al óptimo social
Desde esta perspectiva, las estructuras de mercados imper-
fectas (monopolios, oligopolios) posiblemente sean menos
perjudiciales desde la óptica de las externalidades, dado que
generalmente en su afán por incrementar sus beneficios, re-
ducen las cantidades producidas para forzar precios más altos,
llegando a niveles que pueden estar por debajo del óptimo
social, lo que generaría menor daño ambiental, pero que en
condiciones del intercambio vía mayores precios, afectarán al
consumidor final.
Es claro que el poseedor de un recurso puede darle el uso que
más satisfaga sus intereses privados, pero esto no debe ser
excusa para que dicha utilización vaya en detrimento de un
tercero y además no tenga que resarcir el daño, sobre todo
cuando se está afectando no solo a una persona sino a un
grupo social, donde el bienestar común debería primar sobre el
bienestar individual.
Derechos de propiedad, externa-
lidades y medio ambiente
Como ya se expuso, los derechos de propiedad condicionan el
uso del recurso, la explotación de este puede generar externa-
lidades negativas y, éstas a su vez, se reflejan en el impacto
que generen en el medio ambiente.
La relación entre derechos de propiedad, externalidades y me-
dio ambiente, se puede evidenciar en el trabajo de Demsetz
(1967), cuando considera que a partir del uso de un derecho de
propiedad el agente puede beneficiar o perjudicar a un tercero,
refiriéndose a externalidades negativas. Igualmente, esos de-
rechos promueven los incentivos que llevarían a internalizar
dichas externalidades, motivación que se daría siempre y cuan-
do los beneficios por internalizar superen el costo de corregir
el perjuicio. Pero si estos no son suficientes, además del per-
juicio a un tercero, está el impacto negativo que se ejerce
sobre el medio ambiente, con su consecuente efecto en el
bienestar social.
Sobre el tema, Pejovich, (1985:21) considera que «los dos ele-
mentos básicos del derecho de propiedad son la exclusividad
de los derechos y la posibilidad de una transferencia voluntaria
de tales derechos. Sin embargo, aunque el derecho de propie-
dad sea un derecho exclusivo no es un derecho irrestricto»
Entonces, llegar a establecer un tipo de derecho de propiedad
está asociado a la posibilidad de determinar un costo para los
agentes, relacionado nuevamente con la abundancia o esca-
sez del recurso en cuestión. Al clasificar los bienes según su
carácter en libres y económicos, se puede considerar que si
hay bienes libres6 sobre ellos existiría un derecho de -No pro-
piedad-, donde para las instituciones resulta muy costoso o
casi imposible ejercer control sobre su explotación.
En consecuencia, los bienes considerados económicos7, per-
miten que se clasifiquen desde sus características de
6 Bienes libres: abundantes, no son propiedad de nadie.
7 Bienes económicos: escasos con relación a los deseados por parte de la sociedad, son
apropiables y son objeto de estudio por parte de la economía.MARTHA INÉS USAQUÉN CHÍA
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Exclusividad o No exclusividad, Rivalidad o No rivalidad, de
donde surgen las categorías de bienes privados que son tanto
excluyentes como rivales, ejemplo la alimentación; bienes
públicos puros, son no excluyentes y no rivales, caso particular
la calidad del medio ambiente; bienes públicos excluyentes,
que excluyen pero no rivalizan, el caso de los servicios domici-
liarios y bienes comunales que no excluyen pero rivalizan, como
lo sería el uso del parque Simón Bolívar de Bogotá; categorías
que a su vez se asocian a derechos de propiedad privada,
propiedad estatal o social y propiedad comunal.
La propiedad privada sobre los medios de producción, obtiene
como resultado de su transformación, bienes privados carac-
terizados por la exclusión y rivalidad, dado que se transan en
los mercados, donde se incluye un porcentaje significativo de
los bienes de la denominada canasta familiar8, permitiendo
que el titular del derecho se apropie tanto del beneficio como
de los costos, pero tanto el proceso de transformación insu-
mo-bien final como el consumo mismo son generadores de
externalidades, sobre todo negativas, que se evalúan según el
impacto que produzcan sobre la calidad del medio ambiente.
La propiedad estatal o social, generadora de bienes públicos
puros -no excluyente, no rival- y por tanto no transables en un
mercado, los cuales para Ayala, (2004:229) se dan cuando «el
Estado excluye a cualquier persona o entidad del uso de dere-
chos de propiedad declarados estatales… Los derechos de
propiedad públicos pueden implicar que los costos de una de-
cisión sobre el uso del recurso afecte primordialmente a los
contribuyentes, porque la burocracia tiene menos incentivos
para buscar los usos más valiosos de los recursos»
La anterior consideración se da cuando la autoridad compe-
tente no toma decisiones en función de la demanda de la
comunidad, sino desde una valoración subjetiva, según sea su
apreciación acerca de la verdadera necesidad de la sociedad,
llevándolo en algunos casos a generar acciones poco eficien-
tes. Pero no se puede desconocer, que en otros casos, la
generación de un bien público es una forma de corregir una
externalidad negativa producto de una falla del mercado, ge-
neración que en todo caso tendrá su impacto en el medio
ambiente.
En cuanto a la propiedad comunal, para Stiglitz (2000), esta
obedece a recursos escasos (rival) no restringidos (no exclu-
yentes) expuestos a una sobre explotación que conlleva
externalidades negativas. Se refiere a un derecho de propiedad
que es o puede ser ejercido por todos los miembros de la
comunidad. En Demsetz, (1967:8) «esta forma de propiedad
falla en la posibilidad de concentrar en una persona el costo
asociado en el ejercicio del derecho comunal por parte de esa
persona en particular…se tiende a sobre explotar el recurso
común, la propiedad comunal resulta así en grandes externali-
dades, dada la imposibilidad o por lo menos costosa posibilidad
de llegar a un acuerdo conjunto acerca de cuál es la mejor
conducta a seguir»
A continuación se presentan algunos casos representativos
de externalidades negativas, que conllevan deterioro ambien-
tal, producto de la imposibilidad o desinterés de la sociedad
por velar por el buen manejo de los recursos colectivos.
! Contaminación de aguas superficiales como subterráneas
y aun marinas producto del vertimiento de aguas servidas
cargadas con materia orgánica y ésteres provenientes del
sector residencial; igualmente, sólidos suspendidos, gra-
sas y metales de los sectores industriales, entre otros,
! contaminación del aire por parte de industrias, vehículos,
calefacciones y aerosoles; así como emisiones de ruido y
vibraciones de baja frecuencia,
! alteraciones a la capa vegetativa, la que termina erosiona-
da o empobrecida por el mal manejo de residuos sólidos y,
! deterioro y alteraciones al paisaje, debido a la incontrolada
urbanización; la ocupación y deterioro de ecosistemas es-
tratégicos y la fragmentación de la estructura ecológica,
disminuyendo las opciones de planificación y desarrollo
sostenible, entre otros.
Como lo expresa Vargas, (2003) se debe considerar la calidad
del aire en relación con la salud y el bienestar de la población,
la cantidad y concentración de contaminantes en relación con
estándares establecidos y hacer análisis de la contaminación
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considerando su distribución espacial, con el propósito de di-
rigir las acciones correctivas hacia las áreas con mayor
incidencia.
Por lo anterior, se evidencia que, la problemática ambiental no
solo es reflejo de procesos industriales o de consumo, tam-
bién lo es por la construcción, especialmente de viviendas no
planeadas, ni legalizadas, habitadas generalmente por la po-
blación más pobre del país y que como lo afirma el estudio de
Sánchez et. al., (2006:3) en el trabajo conjunto entre el Banco
Mundial y el Gobierno Colombiano, «aproximadamente el 9%
de la población carece de acceso a una fuente de agua mejora-
da, y la falta de alcantarillado en el 20 % de los centros urbanos
constituye un grave problema ambiental para el país»; que se
explica en parte por el vertimiento de aguas negras que dete-
rioran el suelo, llegando incluso a poner en riesgo la vida de
sus moradores.
Al respecto, el trabajo de Galilea et. al., (2007) resalta la im-
portancia del tratamiento que debe darse por ejemplo a las
aguas servidas, toda vez que éstas disminuyen el valor de una
ciudad, de un país; puesto que no solo degradan el suelo, sino
que son promotoras de enfermedades entero parasitarías, sus-
tentando aún más la necesidad de inversión pública y privada
en este tipo de proyectos.
Adicionalmente, Sánchez, (2008) considera que toda empresa
debería implementar medidas estratégicas que evalúen los
efectos sociales, tecnológico- culturales, económicos y eco-
lógicos, que permitan crear una cultura ambiental, ya que el
proyecto no debe sustentarse solo en los beneficios económi-
cos, a expensas del medio ambiente. Así como los grandes
corporativos establecen un costo social, deberían comenzar a
considerar un costo ambiental, en donde las actividades sean
en pro del medio ambiente e incluso complementarias.
Así, esta situación se convierte en una invitación a tener en
cuenta a la hora de formular y evaluar un proyecto privado,
donde prima el beneficio económico, para que también consi-
deren la evaluación social, definida por Castro & Mokate,
(1998:119) como aquella que «analiza el aporte del proyecto o
política tanto al objetivo económico de eficiencia como al ob-
jetivo de equidad» esto es, alcanzar beneficios favorables para
toda la sociedad, pero indudablemente en beneficio de los ac-
tores más vulnerables, como la población más pobre y entre
ellos, los menores de edad.
Sin embargo, no solo se generan externalidades como conse-
cuencia de proyectos privados, las decisiones y actuaciones
del sector público pueden generar externalidades positivas, al
propiciar la presencia de bienes públicos y bienes meritorios9,
como externalidades negativas, tal como lo define (Galilea et
al., 2007:10), «todo aquello que se genera producto de una
inversión y que habitualmente no es considerado en los análi-
sis de costo beneficio que preceden la decisión del proyecto»,
refiriéndose a la necesidad que se tiene de evaluar las exter-
nalidades principalmente cuando se presume algún grado de
riesgo fiscal, en casos de cuantiosas inversiones como obras
de infraestructura, transporte masivo, descontaminación de
aguas, entre otras.
Acciones gubernamentales
El interés que el tema genera en los altos niveles gubernamen-
tales se expresa en sus normas, creación de instituciones y
participaciones nacionales e internacionales en encuentros
que buscan, mediante diferentes políticas, dar una salida via-
ble al problema.
En la Constitución Política de Colombia en el Capítulo 3 sobre
los derechos colectivos y del ambiente, en sus Artículos 79 y
80 principalmente, se consagra el derecho que tienen los ciu-
dadanos a gozar de un ambiente sano, dando al Estado la
potestad de proteger la diversidad e integridad del ambiente,
así como planificar el manejo y aprovechamiento de estos
recursos, en beneficio de su desarrollo sostenible, conserva-
ción y restauración o sustitución del mismo.
Pero la preocupación por la forma como se apropian y explotan
los recursos productivos y su impacto en el medio ambiente
9 Bienes meritorios: sin ser considerados estrictamente como bienes públicos, (Cárde-
nas 2007:182) «hacen parte de una categoría de bienes y servicios socialmente
deseables como son la educación, la salud y el derecho a recibir una pensión durante
la vejez»MARTHA INÉS USAQUÉN CHÍA
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no es tan reciente, existe un largo historial que lo demuestra,
como se lista a continuación: Primera Reunión Panamericana
sobre el medio ambiente, realizada en Quito, Ecuador en 1975;
el informe final del taller subregional de educación ambiental
en Chosicas, Perú 1976; en la Comisión Económica para Amé-
rica Latina CEPAL; el medio ambiente en América Latina 1976;
en la Conferencia sobre Medio ambiente y Desarrollo ciudad de
México 1978: en el informe sobre la problemática ambiental en
Santiago de Chile 1979 CEPAL- PNUMA (Programa de Nacio-
nes Unidas para el Medio Ambiente); Protocolo de Montreal,
Nuestro Futuro Común 1987; Comisión del Sur 1990,; Nuestra
Propia Agenda PNUD – BID – BID 1990, entre otros. Sin embar-
go, considerando que esta problemática no solo es de interés
de los pueblos de América, la expresión de preocupación mun-
dial más reciente se encuentra en la firma del Protocolo de
Kioto10.
Reconociendo y dando respuesta a esta problemática, en Co-
lombia se crean instituciones que tienen como parte de sus
objetivos, la conservación de los recursos y del medio am-
biente, como son: Instituto de Desarrollo de los Recursos
Naturales Renovables –INDERENA- 1968; entre 1954 y 1988
se crean 18 Corporaciones Autónomas Regionales -CAR-, últi-
mamente, con la aprobación de la Ley 99 de 1993 se crea el
Sistema Nacional Ambiental (SINA), que define el papel a cum-
plir por los organismos interesados, encabezado por el
Ministerio del Medio Ambiente, incluye las CAR, las Autorida-
des Ambientales Urbanas –AAU- entre otras, y la
reestructuración realizada por el gobierno en 2002, con el pro-
pósito de proveer información para la toma de decisiones
ambientales.
Estas decisiones se traducen en la formulación de políticas
ambientales, que puestas al mismo nivel de la problemática
socioeconómica, resaltan el interés gubernamental por el pro-
blema ambiental, asignando considerables recursos para
buscar soluciones reales de alto impacto que generen un efec-
to multiplicador positivo en la población y en el medio,
actuaciones que son consecuentes con el crecimiento y desa-
rrollo económico del país, donde las prioridades ambientales a
través de la agenda ambiental adquieren mayor interés.
Adicionalmente, el Decreto 4741 del 30 de diciembre de 2005,
del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,
reglamenta parcialmente la prevención y manejo de residuos o
desechos peligrosos en el marco de la gestión integral, cuyo
objetivo es prevenir la generación de residuos o desechos ge-
nerados con el fin de proteger la salud humana y el ambiente.
En los Artículos 32, 33 y 37  del Capitulo VIII entre otros, se
prohíbe la disposición o enterramiento de residuos o desechos
peligrosos en sitios no autorizados para esta finalidad por la
autoridad ambiental competente; el abandono de éstos en vías,
suelos, humedales, parques, cuerpos de agua o cualquier otro
sitio; sobre el manejo de residuos o desechos hospitalarios;
se contempla el respectivo régimen preventivo y las sancio-
nes a que haya lugar. Se reglamenta un registro de generadores
de residuos o desechos peligrosos cuya inscripción va desde
el 1° de enero de 2008, con vencimientos de diciembre de 2008
para grandes generadores, junio de 2009 para medianos y di-
ciembre de 2009 para pequeños generadores de residuos.
Normatividad que en alguna medida busca atenuar el impacto
ambiental que generan tanto las externalidades negativas pro-
ducto de la producción de bienes y servicios, así como la
construcción y la salud entre otros.
Algunas estrategias que permiti-
rían corregir el problema
Las consideraciones hechas en apartes anteriores, reflejan la
problemática de las externalidades negativas producto de pro-
cesos de transformación de recursos productivos tanto
privados como públicos, que pueden generar detrimento en la
calidad del medio ambiente, y consecuentemente, perjuicio
social. A continuación se presentan algunas formas que lleva-
ría a posibles soluciones.
No es viable, desde ningún punto de vista, que para disminuir
el impacto de una externalidad negativa, se deba eliminar la
10 Protocolo de Kioto: Acuerdo que entró en vigencia el 16 de febrero de 2005, ratificado
por 166 países que buscan reducir en cuatro años (2008-2012), un 5.2% de las
emisiones de gases efecto invernadero globales y minimizar así el efecto en el cambio
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producción o el consumo, o esperar, que sea el productor quien
por voluntad propia inicie una campaña de reducción de con-
sumo; se trata en cambio de determinar niveles permisibles
de deterioro de los recursos y del medio ambiente, que permi-
tan internalizar11 las llamadas externalidades negativas,
proponiéndose metas para alcanzar el objetivo de contrarres-
tar el efecto negativo causado en estos procesos; esta debería
hacerse en forma tal que requiriera una mínima interferencia
externa al mercado.
Esto es, la necesidad de internalizar las externalidades debe
permitir al agente generador del daño, buscar la solución des-
de su propio proceso productivo, disminuyendo la acción
contaminante; por ejemplo, tratando los residuos sólidos o
filtrando los líquidos antes de expulsarlos a las vertientes o
fijar depuradores en sus chimeneas para reducir emisiones,
de tal forma que como lo dice Guerrero, (2003:20) «el estable-
cimiento de la meta debe reflejar las preferencias de la sociedad
en términos de la calidad ambiental deseada», teniendo en
cuenta no solo la situación presente, sino en qué condiciones
heredaremos el planeta a las generaciones venideras.
Desde luego, la meta fijada no puede ser demasiado baja en
términos de sanción o costos, ya que más que castigo podría
convertirse en un incentivo para incrementar el deterioro vía la
mayor producción pero, tampoco demasiado alta, que termine
castigando significativamente los niveles de producción, pues
finalmente esto elevaría el costo económico y social, reflejado
en el incremento del precio del bien final que conlleva necesa-
riamente a una cadena de contracciones como la menor
demanda de recursos productivos y menor demanda por el
bien final, efecto que a largo plazo se reflejaría entre otros, en
los menores niveles de empleo, al desincentivar la inversión
en la actividad controlada, situaciones que terminarían justifi-
cando la no regulación y la permisible situación de deterioro.
Sin embargo, cualquiera que sea la solución al problema, es
inevitable un mayor costo en el proceso productivo, el que se
cargará en el precio del bien final afectando tanto al consumi-
dor final, como a los beneficios del productor; generando que,
disminuir la externalidad no sea una conducta que voluntaria-
mente quieran seguir los productores; por lo que es prioritario
diseñar ese sistema de control que determine el margen per-
misible de contaminación y deterioro del medio ambiente.
Otra visión del problema se presenta en el denominado teore-
ma de Coase, que como lo cita Perloff (2004:663), considera
que «los niveles óptimos de contaminación y producción
pueden alcanzarse mediante una negociación entre los conta-
minadores y sus víctimas, si los derechos de propiedad están
claramente definidos. La contribución de Coase no es tanto
una solución práctica al problema de la contaminación como
una demostración de que la ausencia de unos derechos de
propiedad claramente definidos es la raíz del problema de las
externalidades»
Entonces, en esta negociación, se trata de otorgar el control
del activo a un agente específico, el que podrá cobrar por su
explotación o uso. Sin embargo, esto conlleva a situaciones
como: i. dificultad para adjudicar el derecho de propiedad a un
tercero, sobre todo cuando se trata de bienes de propiedad
comunal o pública, por ejemplo el aire, los ríos y quebradas, los
humedales, los parques, entre otros; ii. si bien es cierto que en
teoría adjudicar este derecho de propiedad permite alcanzar
un resultado eficiente12, esto implica una negociación entre el
perjudicado y el poseedor del título del derecho de propiedad y,
iii. la negociación produce unos costos que quien los asuma
verá reducidos sus beneficios, lo que dificulta aún más la po-
sibilidad práctica de alcanzar una negociación, dado que las
tres situaciones anteriores requieren además del marco insti-
tucional adecuado, una cultura de conciliación en beneficio del
bien colectivo; generando que el resultado final sea que la
externalidad negativa persista, en perjuicio de la sociedad y su
medio ambiente.
Sin embargo y como complemento, se puede citar el trabajo de
Vargas, (2003:3) donde se reconoce como parte del enfoque
convencional de recursos naturales que «el papel del Estado
es regular y racionalizar la explotación y la degradación, refi-
11 Internalizar: asumir el costo del deterioro causado, considerando que el que conta-
mine debería ser el que pague.
12 Con la negociación, los agentes que participan en la explotación del recurso, maxi-
mizan los beneficios conjuntos, por encima del nivel que alcanzarían de no estar
definidos los derechos de propiedad.MARTHA INÉS USAQUÉN CHÍA
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riéndose al manejo del medio ambiente, reconociendo como
ventaja del enfoque que se permite negociar y regular inter-
cambios entre áreas, actores y procesos, en términos de
externalidades, internalidades, retribuciones y compensacio-
nes, pero también se evidencian desventajas como la falta de
comprensión de los fenómenos, de cuáles son las variables
relevantes y cómo se relacionan, exponen la gestión a la defi-
nición subjetiva de prioridades y al cambio periódico y arbitrario
de las políticas».
Consciente del impacto negativo de las externalidades en el
medio ambiente, el sector público ha propuesto algunas solu-
ciones para resolverlas, éstas pueden estar basadas en el
mercado o, determinadas por la regulación. Para Stiglitz, (2000)
referidas al mercado están las multas e impuestos, que con-
siste en cobrar un valor proporcional a la cantidad de
contaminación emitida.
Respecto a la regulación, obligar al productor a internalizar la
externalidad a través de estimar el costo marginal social13
-CMS-, como se expresa en el primer teorema del bienestar,
citado por Katz, (2007:652) «para lograr la eficiencia, el precio
debe ser igual al costo marginal social, en el que se incluyen
todos los costos de producción incluidos los daños externos
causados a otras personas o empresas» refiriéndose a proce-
sos puramente competitivos.
Es posible que para alcanzar este fin, el sistema más desarro-
llado teóricamente, sea el impuesto  pigouviano, que
incrementa el costo marginal  privado -CMP-, llevándolo al
nivel del CMS, reduciendo así la cantidad producida al nivel
socialmente deseable, con la consecuente reducción del nivel
de contaminación; además, se esperaría que los recursos ob-
tenidos por el impuesto se destinen a mejorar las condiciones
deterioradas del ambiente.
Otra posibilidad se fundamenta en las subvenciones para re-
ducir la contaminación; este sistema permite al Estado aportar
parte del gasto requerido para reducir dicha externalidad, pero
alcanzar este objetivo conlleva igualmente un costo social, ya
que los recursos que se destinen para tal fin, serán menores
recursos destinados a otras actividades igualmente relevan-
tes para el bienestar social, dada la escasez del recurso, re-
cordando que cualquier gasto social estaría mejor utilizado en
la medida en que este se pueda focalizar14.
Igualmente, desde la solución privada, el óptimo se alcanza
cuando el costo marginal privado se iguala al ingreso marginal
–IM- (o precio en mercados competitivos); pero la solución
social solo alcanza el óptimo cuando se estima un costo mar-
ginal social, el que se iguala al ingreso marginal para determinar
el nivel de producto socialmente deseable15; dado que la es-
tructura más eficiente en términos privados es la de mercados
perfectamente competitivos, éstos socialmente generan ma-
yor externalidad ante el mayor nivel de producción obtenido.
Por lo cual, aplicando los desarrollos teóricos anteriores, la
solución llevaría a gravar la actividad competitiva con un im-
puesto equivalente al valor del daño causado, con el
consecuente efecto sobre los precios. En las estructuras con
poder de mercado (monopolios, duopolios), la cantidad priva-
da puede ser mayor o menor a la socialmente deseable
originando la aplicación de un impuesto o una subvención res-
pectivamente.
Así mismo, estas posibles soluciones pueden convertirse,
según Guerrero, (2003:7) en «un incentivo que funciona de
manera que el agente tiene dos opciones: pagar el impuesto
(Tx) o invertir en tecnologías de reducción de la contamina-
ción. Inicialmente, cuando Tx < CM, prefiere pagar el impuesto
(la tasa retributiva), que es la opción más barata, y seguir
contaminado. A largo plazo, dado que el valor de la tasa se va
incrementando, Tx > CM, el agente prefiere descontaminar
haciendo inversión en tecnologías limpias en vez de pagar el
impuesto».
Otra de las opciones consideradas son los permisos transferi-
bles con los que se busca limitar la cantidad de contaminación
a un nivel menos perjudicial; cada empresa compra un permi-
so para contaminar, en el cual se establece el número de
13 Costo marginal social: costo marginal privado más el costo que genera la externa-
lidad.
14 «Capacidad de dirigir el gasto hacia quienes más lo necesitan, de manera que se
maximice el impacto redistributivo por cada peso gastado» (Cárdenas 2007).
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unidades de emisiones que se permite so pena de ser sancio-
nada. Los permisos pueden ser objeto de compra y venta.
Cualquiera de las opciones anteriores puede alcanzar el ópti-
mo social, y presentar ventajas como desventajas. Sin
embargo, y como ya se registró antes, la dificultad puede estar
en fijar el nivel deseable de contaminación, para que el límite
impuesto no sea demasiado bajo, que estimule mayor produc-
ción o demasiado alto que la castigue con consecuencias
perjudiciales para la economía.
También puede darse la regulación que es una forma directa
del Estado para controlar la externalidad, fijando unos niveles
permisibles de contaminación, y presentando una completa
reglamentación, que lleva a aplicaciones concretas como el
fijar niveles de emisión para los automóviles controlable a
través del certificado de emisiones. Prohibición de fumar en
lugares específicos, reducción del nivel de pesca, entre otros.
Algunas medidas en busca
de la solución
Las autoridades competentes que no desconocen el proble-
ma del deterioro ambiental causadas en buena parte por las
externalidades negativas vía producción, construcciones,
consumo, entre otras, actúan para encontrar los correctivos
necesarios.
El ente rector de la política ambiental en Bogotá es la Secreta-
ría Distrital de Ambiente -SDA-, antiguo DAMA, que respaldado
en el Decreto 561 de 2006, bajo los lineamientos del Plan de
Gestión Ambiental y su programa de seguimiento Bogotá, cómo
vamos, adelanta acciones tendientes al mejoramiento de la
calidad de vida de los ciudadanos, conservando y protegiendo
el patrimonio ambiental, al ejercer control, seguimiento y mo-
nitoreo sobre el manejo de los recursos naturales. Los
resultados de este proceso muestran el aumento de factores
contaminantes provenientes principalmente del parque auto-
motor, la industria y el crecimiento urbano; siendo las
localidades del sur y del occidente de la ciudad las más afec-
tadas, en parte por la distribución de los corredores industriales,
poblacionales y de transporte
Igualmente, se han desarrollado programas de Autorregula-
ción Ambiental, dirigido a empresas transportadoras que
voluntariamente buscan mejorar las condiciones de desem-
peño disminuyendo la carga contaminante de sus automotores,
motivados por beneficios como ser eximidos de la exigencia
del pico y placa ambiental; ser reconocidos públicamente como
empresas que contaminan menos; reducción en consumo de
combustible lo que conlleva menores costos de operación y
mejora en la calidad del aire.
Además, según la (SDA:14) en la práctica, de 66 empresas de
transporte público colectivo legalmente constituidas en Bogo-
tá, 55 hacen parte del programa pero solo 21 se han
autorregulado, al igual que las 13 empresas existentes de trans-
porte masivo, frente a 11 empresas autorreguladas de
transporte de carga de las 247 inscritas»; lo que demuestra
que a pesar de que el agresor del medio es un propietario
privado, este no es ajeno a la necesidad de propender por
cambios favorables en un bien colectivo como lo es el medio
ambiente; haciendo posible internalizar la externalidad y obte-
ner beneficios individuales y sociales.
Sin embargo, aún falta mucho por hacer, como lo registran
Sánchez et. al., (2006) que presentan el problema de contami-
nación atmosférica como uno de los más representativos para
el país, causada principalmente por el transporte y la industria
considerando como críticos los corredores industriales de
Bogotá-Soacha, Cali-Yumbo, Medellín-Valle de Aburrá, Soga-
moso y Barranquilla.
Adicionalmente, el mismo estudio considera como agravan-
te la existencia de más de 700 vertederos de basura a cielo
abierto y disposición inadecuada de basuras en diferentes
municipios, que al no ser controlados amenazan la calidad
de las aguas superficiales y subterráneas aledañas. Frente
al  problema de recursos hídricos se refiere a como la CAR
Cundinamarca ha gastado cerca de US$50 millones en la
construcción de plantas de tratamiento de aguas residuales
en 21 municipios de la cuenca alta del río Bogotá, medidas
que sin lugar a duda impactan favorablemente en el ambien-
te y en la sociedad. Finalmente, en cuanto a biodiversidad,
Colombia ha aprovechado mecanismos financieros como losMARTHA INÉS USAQUÉN CHÍA
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del Fondo Mundial para el Medio ambiente (…,GEF), el Fondo
Prototipo de Carbono (…,PCF) y el Protocolo de Montreal
para financiar inversiones privadas destinadas a disminuir
las emisiones de gases efecto invernadero (GHG, por sus
iniciales en inglés) y las sustancias agotadoras de la capa de
ozono (SAO).
De igual manera, frente a la calidad ambiental del recurso
hídrico la -SDA- en conjunto con la EAAB han hecho convenios
para adelantar actividades de control, que han dado como re-
sultado una reducción de la materia contaminante. Sobre pactos
empresariales para una producción limpia, (resolución 2006
de 2003) que tienen como objetivo mejorar la gestión, el des-
empeño ambiental y la competitividad de las empresas, solo
se encuentra vigente el referido a Instituciones Prestadoras
del Servicio de Salud. (SDA: 32) «La producción industrial re-
quiere una alta dosis de responsabilidad social que debe ser
incorporada al concepto de lo público a través, entre otros
elementos, de una rigurosa legislación ambiental que armoni-
ce desarrollo y preservación».
También, en un estudio que para Colombia desarrolló Herrera
(2006), con el auspicio de la CEPAL, muestra que el gasto
ambiental tiene una tendencia creciente, siendo la desconta-
minación hídrica una prioridad, obedeciendo a la normatividad
ambiental impuesta y a las posibilidades de procesos más
competitivos; y solo en segundo lugar se destinan recursos a
prevenir el daño atmosférico. Las empresas participan en pro-
gramas que buscan prácticas de producción más limpia, mejorar
los indicadores de gestión, así como atender el tema de res-
ponsabilidad social corporativa.
 Igualmente, el estudio muestra que en la última década, se
presentó un mejor desempeño ambiental por parte de las em-
presas colombianas. Desde 1984, la norma sobre vertimientos
motivó a las grandes empresas, a pequeñas y medianas a
instalar el sistema de tratamiento de aguas residuales; aun-
que es evidente la imposibilidad de total control, lo que permite
que las empresas incumplan la norma, aún así el estudio ter-
mina reconociendo que hay reducción de emisiones, de
vertimientos y mejor aprovechamiento de residuos.
Además, el estudio desarrollado por Cruz, (2004) concluye que
el desempeño ambiental que se observa producto de las plan-
tas industriales, obedece más a la presión que pueden ejercer
las autoridades de control y no por las comunidades directa-
mente afectadas, lo cual demuestra que se han fortalecido los
controles, de acuerdo con el número de visitas que se hacen a
las empresas y de las posibles sanciones que se convierten en
un incentivo para mejorar su desempeño ambiental; de otro
lado, que no hay suficiente conocimiento por parte de la comu-
nidad acerca de los derechos que tienen y que les permitiría
exigir de quien contamina un mayor control. Sin embargo, di-
cha situación parece estar relacionada directamente con las
condiciones socioeconómicas del medio, lo que indica que si
se llega a la comunidad con información pertinente sobre el
tema, esta se puede convertir en un controlador adicional,
situación que favorecería las condiciones ambientales y que
debería considerarse por las autoridades competentes.
Conclusiones
Los derechos de propiedad pueden considerarse como las ins-
tituciones relevantes y dinamizadoras, en cuanto a la asignación
y uso de los recursos disponibles. El sistema de derechos de
propiedad es un importante mecanismo de coordinación eco-
nómica entre los agentes. Por esta razón, la definición y
especificación de los derechos de propiedad en una economía
dada es crucial para hacer el intercambio, ya que se convierten
en un mecanismo que coordina relaciones económicas entre
hogares, empresas, gobierno, mercados, en la cotidianidad de
la producción, el consumo, el ahorro, la inversión y por ende la
calidad de vida; presentándose como una institución estraté-
gica de alto impacto que debe ser considerada, incluyendo su
clasificación de derechos de propiedad privada, propiedad es-
tatal o social y propiedad comunal.
La propiedad privada determinada por la exclusión y rivalidad
permite que el titular del derecho se apropie tanto del benefi-
cio como de los costos, generando así externalidades. La
propiedad comunal, no excluyente y rival, como un derecho de
propiedad que es o puede ser ejercido por los miembros de la
comunidad, se tiende a sobre explotar generando así grandes
externalidades, dada la dificultad de responsabilizar al gestorEXTERNALIDADES: MÁS QUE UN PROBLEMA DE DERECHOS DE PROPIEDAD
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del perjuicio, siendo también un problema de gastos para el
agente controlador.
En cuanto a la propiedad estatal, no excluyente, no rival, los
costos de una decisión sobre el uso de recursos afecta pri-
mordialmente a los contribuyentes, porque la burocracia tiene
menos incentivos para buscar el mejor uso alternativo del
recurso; su decisión se da no en función de la demanda de la
comunidad, sino desde su valoración subjetiva sobre lo que
cree que ésta requiere, llevándolo en ocasiones a generar ac-
ciones poco eficientes.
Como lo expresa Demsetz (1967), se presenta una relación
entre derechos de propiedad y externalidades, pues a partir del
uso de un derecho de propiedad el agente puede beneficiar o
perjudicar a un tercero. Igualmente, esos derechos promueven
los incentivos que llevarían a internalizar las externalidades
negativas causadas, motivación que se daría siempre y cuan-
do los beneficios por internalizar superen el costo de corregir
el perjuicio, convirtiendo a las externalidades en un causante
del deterioro del medio ambiente, lo que se confirma en el
teorema de Coase, cuando determina que los niveles óptimos
de contaminación y producción pueden alcanzarse mediante
una negociación entre los contaminadores y sus víctimas si
los derechos de propiedad están claramente definidos.
Las externalidades pueden ser a la producción o al consumo,
estas son el efecto que un proceso puede ejercer sobre las
personas, bienes o recursos ajenos al mismo, por el que no hay
compensación monetaria y sin que medie participación volun-
taria en el daño por parte del afectado y cuyos resultados se
reflejan generalmente en deterioro del medio ambiente, por lo
que se consideran externalidades negativas; en caso contra-
rio, aparecerían externalidades positivas. Los productores de
bienes y servicios optimizan su producción considerando úni-
camente los costos privados, generan para el mercado una
cantidad que sólo se corresponde con los intereses privados y
su afán de maximizar beneficios.
Las principales externalidades que generan deterioro del me-
dio ambiente están asociadas a la contaminación de aguas
superficiales como subterráneas, contaminación del aire, al-
teraciones a la capa vegetativa, deterioro y alteraciones al
paisaje, todas ellas causadas principalmente por parte de in-
dustrias, vehículos, sectores residenciales, entre otros.
Bogotá, a través de la Secretaria Distrito de Ambiente, adelan-
ta programas para mejorar las condicione ambientales como
Bogotá, cómo vamos, programa tendiente a mejorar la calidad
de vida de los ciudadanos, a conservar y proteger el patrimonio
ambiental, ejerciendo control, seguimiento y monitoreo sobre
el manejo de los recursos naturales. Se han desarrollado pro-
gramas de autorregulación del que no solo se beneficia el
ambiente, sino aquellas empresas que han cumplido con los
compromisos ambientales adquiridos
Sin embargo, los controles ejercidos no son suficientes para
alcanzar las metas fijadas, se requiere de mayores controles
por parte del ente regulador, pero sobre todo, de una mayor
formación sobre el tema a la ciudadanía, para que ejerza sus
derechos y obligue a los sectores contaminantes a autorregu-
larse, so pena de ser sancionados; en este campo se visualiza
la posibilidad de nuevos programas de capacitación a los sec-
tores productivos y especialmente a la comunidad, siendo el
medio ambiente y la calidad de vida de los ciudadanos los
beneficiarios.
Conscientes de la importancia del tema aquí tratado, esta pre-
sentación espera poder servir de referente en estudios
posteriores, orientados a situaciones específicas de externa-
lidades y deterioro del medio ambiente, así como la posibilidad
de desarrollar estudios de caso.MARTHA INÉS USAQUÉN CHÍA
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